Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 39 minutos) 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado, en el marco del 
tratamiento del proyecto de ley sobre tripulación de embarcaciones de matrícula nacional, ha resuelto 
invitar a los integrantes de la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay. En sesiones anteriores 
hemos convocado a distintas delegaciones para que nos dieran su opinión sobre esta iniciativa, por lo 
que han concurrido tanto representantes de los sectores de armadores como también de los 
trabajadores. En ese sentido, nos parecía fundamental que, para concluir esta serie de consultas a las 
partes afectadas, vinieran también a darnos su punto de vista nuestros invitados de hoy. Como se 
sabe, el tema central de este proyecto está vinculado a la dotación de personal de carácter nacional en 
las embarcaciones pesqueras y, precisamente en ese punto, quisiéramos centrar el debate, sin 
perjuicio de que con mucho gusto escucharemos todo lo que nos quieran decir. 


Dejamos en uso de la palabra al Presidente de la Cámara de Armadores Pesqueros del 
Uruguay, señor Ricardo Piñeiro. 


SEÑOR PIÑEIRO.- En primer lugar, queremos agradecer a los señores Senadores que nos hayan 
convocado para dar nuestra opinión sobre el proyecto de ley a consideración. En otras oportunidades 
hemos concurrido a este ámbito para hablar sobre este tema, y ahora que la aprobación del proyecto 
es inminente, ya que cuenta con la aprobación de una Cámara, creemos que esta es una buena 
ocasión para dar a conocer nuestro punto de vista. Esto a modo de introducción, por lo que si la 
Comisión está de acuerdo cedería el uso de la palabra al señor Richard. 


SEÑOR RICHARD.- Buenas tardes. 


Hemos estado defendiendo nuestra posición a lo largo de muchos años durante varias 
Legislaturas, sobre todo, en la Comisión de Constitución, Códigos y Legislación General y 
Administración de la Cámara de Representantes y esta es la primera vez que concurrimos a la Cámara 
de Senadores. 


Lamentablemente, este asunto nos toca a todos dentro del sector pesquero, 
independientemente de nuestra posición, porque refiere a una responsabilidad 100% nacional de 
proyección a futuro, como lo fue también en el pasado. Las modificaciones de los porcentajes de 
tripulación en los buques -en este caso pesqueros, pero también mercantes, porque están incluidos de 
igual manera- tienen connotaciones que se pueden definir más allá de los intereses económicos, 
empresariales y de los trabajadores y serán pura y exclusiva responsabilidad del Senado cuando se 
pretenda establecer en el país una proyección de política marítima. 


Las leyes que se pretenden modificar han mostrado su efectividad a través de los años en 
distintos hitos del desarrollo pesquero y marítimo nacional. Tal es el caso de la ley que refiere al 
abanderamiento, que pretendió cupos muy elevados de tripulación nacional -cuyo número no recuerdo 
exactamente en este momento- y necesitó ser modificada por una ley de presupuesto posterior para 
hacer más viable y atractiva la bandera nacional con el fin de reactivar una marina mercante que no 
existía y que dejó de existir en el año 1996 con un buque de la compañía MONTEMAR. 


En lo que tiene que ver con los buques pesqueros, en la Ley de Pesca se consagró la 
admisibilidad de un 50% de tripulación extranjera y esto permitió varios desarrollos a través de los 
años, demostrándose la capacidad intemporal de la ley. Es lo que tienen las buenas leyes: logran 
perdurar a través del tiempo. Esto permitió un desarrollo pesquero que nació con la Ley de Pesca y con 
la firma del Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo, permitiendo a los uruguayos usufructuar 
un área marítima igual o superior a la terrestre. Fue así que, de tener una pesca básicamente 
artesanal, estatista, de poco desarrollo en el mercado interno e inexistente en el mercado externo, 
llegamos a contar con un sector altamente productivo al día de hoy, generando un 92% de divisas 
genuinas, porque ese porcentaje se exporta, alcanzando cifras de US$ 200:000.000 anuales. Según el 


último cuadro estadístico que tuve oportunidad de ver -que fue entregado hoy de mañana por la 
DINARA- eso significa un 4,3% del PIB uruguayo. 


En los albores de la pesca industrial uruguaya, esta ley sirvió mucho. Tuvo otros empujes en 
los años ochenta con la inclusión y la captura, por parte de la bandera uruguaya, de flotas japonesas 
para la pesca del atún en el Atlántico. En aquel entonces llegamos a tener casi seis barcos con 
bandera uruguaya pescando atún, con porcentajes variables de mano de obra uruguaya -de acuerdo 
con la excepción que permite la misma norma del porcentaje de tripulación- empezando con un 10%, 
luego un 15% y así sucesivamente. 


Pero este proyecto fracasó por su propio peso: los armadores japoneses no se 
comprometieron con la bandera, y como no tuvieron los rendimientos que pensaron, simplemente se 
fueron de la bandera, algunos de forma “non sancta”. Esos son los riesgos que corren, no los países 
mediterráneos, sino los que tienen mar. 


La pesca en el Uruguay tuvo otro gran empuje en los comienzos de los años noventa, con la 
aparición de las flotas calamareras. El crecimiento de las flotas y de los puestos de trabajo significó un 
empuje estadístico, comercial, económico y laboral, con una incorporación masiva y fantástica vista 
desde todos los aspectos que se pudo vislumbrar en el Uruguay. Esas flotas también usufructuaron el 
beneficio del 50% de la mano de obra extranjera, pero como con el correr de los años la zafra es 
variable -se puede empezar con un barco de treinta tripulantes y en plena zafra tener treinta y ocho o 
cuarenta- ese plus no es usufructuado, porque no se trae un chino, un coreano, o alguien que pueda 
resultar más económico, sino que se utiliza mano de obra uruguaya. Es así que en gran parte del año y 
en el furor de la zafra, se tiene más del 50% de tripulación uruguaya a bordo de los buques. Ese fue un 
gran empuje que recibió en su momento la marina mercante, en especial la pesca. 


El último gran empuje que recibimos se produjo con la inclusión del Uruguay en el CRUMA - 
que es la Convención para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos- donde logró 
participar a partir de la segunda mitad de la década de los noventa. En ese entonces fuimos citados al 
Ministerio de Relaciones Exteriores todos los armadores nacionales, y se nos dijo que teníamos los 
cupos, que podíamos aprovechar los barcos e ir hacia ese lugar, pero ningún armador totalmente 
nacional tenía la capacidad, el “know how”, ni tampoco las posibilidades económicas y técnicas para 
hacerlo. Ahí está el quid de la cuestión. Los que lo logramos, llegamos a tener catorce barcos en la 
Antártida pescando merluza negra en un régimen de captura, algo que es impensable para los 
uruguayos. Se empezó en el año 1995 ó 1996, y mediante un decreto se estableció que, amparados en 
la Sección correspondiente de la ley, el 10% debía ser tripulación uruguaya en el primer año, el 20% en 
el segundo y así sucesivamente, hasta llegar al máximo permitido por la norma, que era el 50% de 
tripulación extranjera. 


La realidad nos está indicando que solamente con el folletín de la Cámara de Representantes, 
hoy -no ayer, en esos años, sino hoy- cinco barcos pesqueros calamareros pidieron el cese de 
bandera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No sé a qué se refiere con lo del “folletín” de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR RICHARD.- Es un informativo de que el tema está a estudio de la Comisión. En realidad, lo 
que yo tengo es la versión taquigráfica de una sesión. 


Como decía, que cinco barcos hayan pedido el cese de bandera significa más de ciento veinte 
puestos de trabajo directos, o algo más, pero lo realmente trascendente es la solicitud en sí, que de 
hecho, se obtuvo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se me permite, quisiera plantear que desde hace bastante tiempo tengo 
información -proporcionada directamente por el señor Ministro- acerca del pedido de este cese de 
actividades de barcos calamareros que utilizaban la bandera nacional, y este proyecto de ley es 
reciente. Entonces, si bien no digo que lo que se ha manifestado aquí no sea cierto, se me plantea una 
contradicción entre la información de que dispongo y la que se acaba de brindar. Según tenía 


entendido, la razón por la que esos barcos se iban tenía que ver con la relación con los trabajadores, 
pero no con el hecho de que se pueda modificar ese 50%. 


SEÑOR RICHARD.- Corresponde aclarar que la relación con los trabajadores es una cuestión pura y 
exclusivamente comercial; indefectiblemente, si a alguien se le pide más de lo que puede dar, se va o 
hace paro. Los armadores nacionales somos rehenes de la bandera; somos rentables o paramos, pues 
no tenemos otra alternativa. Sin embargo, los armadores extranjeros siempre tienen la opción de irse. 


Sin duda, nuestro país posee una muy buena ley de abanderamiento, que ha legalizado y 
establecido los requerimientos para el desabanderamiento. Téngase en cuenta que lo que más teme 
un armador es quedar rehén de la bandera, del pabellón. En ese sentido, nuestro país es 
absolutamente transparente, como lo es en muchas otras cosas. Sin embargo, con normas como la 
que se pretende aprobar estamos logrando, ante todo, que muchos de los que ahora están, se vayan. 
Tal vez esto puede no ser trascendente o no importar demasiado, pero lo peor, a mi juicio, es la falta de 
proyección hacia el futuro, pues no habrá posibilidad de adquirir nuevas tecnologías, el “know how”, ni 
metodologías, y mucho menos podremos capacitar. 


Ahora bien, no debe creerse que la ecuación variará si el porcentaje del 90% de tripulación 
uruguaya se transforma en un 80%, porque no será así. Creo que el mero hecho de movilizar los 
marcos legales o de tocar una ley de tanta sensibilidad como ésta, genera ciertas suspicacias que son 
vistas por los extranjeros como movimientos estratégicos que no ofrecen ningún tipo de seguridad. 
Personalmente, puedo decir -porque lo he vivido- que es sumamente difícil conquistar a los 
extranjeros para que vengan al Uruguay; hay que mostrarles las leyes, leérselas y decirles todo lo que 
no les puede pasar, y una vez que los tenemos aquí, este tipo de movilidades no genera simpatía. 
Pero, en fin, dejemos eso de lado y miremos hacia el futuro cómo pensamos adquirir nueva tecnología 
y “know how”, en aras del desarrollo. No somos capaces de hacer prospecciones ni de tener un 
conocimiento cabal de lo que poseemos en las 200 millas, mucho menos de desarrollar tecnología en 
serio. 


SEÑOR LAXAGUE.- Ante todo, queremos manifestar que desde el año 1985 a la fecha, los afiliados a 
la Cámara -CAPU- tenemos convenios con los tres sindicatos, esto es, el de marineros, el de 
maquinistas y el de patrones. Nuestra relación con todos ellos es cordial y fluida, aunque a veces 
también tenemos algunas diferencias de opinión. 


Queremos destacar que la ley nos amparaba en cuanto a la posibilidad de poner un 50% de 
tripulación extranjera en nuestros barcos; sin embargo, nunca se nos ocurrió hacerlo. El 100% de la 
tripulación fue siempre uruguaya, tanto en los barcos de corvina como en los de merluza. 


Tal como ha sido manifestado aquí, el tema de la colocación de tripulación extranjera 
comenzó a darse en los barcos categoría C, que pescan calamar y atún, y en los barcos categoría D, 
que son aquellos que van fuera de las 200 millas. Entonces, ¿qué sucede? A los barcos que navegan 
fuera de las 200 millas no les importa la bandera; de pronto utilizan el puerto, pero ponen la bandera 
que más les convenga. Tengo en mi poder un resumen de diecisiete barcos, de los cuales hay ocho 
con el 50% de tripulación nacional; quiere decir que estaríamos hablando de 300 puestos de trabajo 
que se perderían. Pero, además, debemos tener en cuenta la presencia de barcos de bandera nacional 
en la pesca del Atlántico Sur. En esta zona hay cupos y si Uruguay no los utiliza, los pierde. Para que 
un barco navegue en esa zona tiene que ser de última generación y con tecnología muy sofisticada. 
Por otra parte, hay que tener en cuenta que su valor oscila en € 6:000.000. La pregunta que nos 
hacemos es qué va a hacer el país, porque no hay ningún armador uruguayo que se embarque en una 
empresa de tal envergadura. A la hora de aprobar este proyecto de ley, que establece que el cien por 
ciento de la tripulación tiene que ser uruguaya, hay que tener en cuenta que no hay capacidad para 
llevarlo adelante porque no son suficientes los patrones y capitanes que puedan navegar en esas 
aguas. 


El otro punto que quería plantear se vincula con el tema de las tripulaciones y con el proyecto 
de ley. Es muy común que marineros y sobre todo maquinistas uruguayos embarquen en buques de 
otras banderas. Es más, es muy común que los maquinistas se vayan a lo que ellos llaman zafra del 
Caribe; concretamente, en el verano hacen el mantenimiento de los cruceros de la zona. ¿Qué va a 


pasar, entonces, con la reciprocidad? Digo esto porque los uruguayos pueden trabajar en barcos de 
bandera de Belice, pero un tripulante de allí no va a poder trabajar en uno de bandera uruguaya. Este 
es otro tema que debemos tener en cuenta porque para los maquinistas, que no tienen efectividad o 
prefieren pedir licencia e ir a trabajar a barcos con otras banderas, es una fuente de ingresos 
importante. 


El otro capítulo aparte que tenemos que abordar es el de la marina mercante. Con todo este 
tema de las papeleras, pregunto si no sería bueno que Uruguay le diera facilidades a Botnia para que 
le ponga bandera uruguaya a los barcos que traiga. Pero con la exigencia de que el cien por ciento de 
la tripulación tiene que ser uruguaya no se lo podemos ni plantear. 


¿Qué va a pasar con la prospección de hidrocarburos, el petróleo y las plataformas? 
Seguramente, se va a tener que redactar una ley especial para abarcar estos temas. En fin, creo que 
estos son obstáculos que debemos tener en cuenta. No dudo del espíritu de esta ley, pero creo que va 
a generar dificultades, así como también -y no me cabe ninguna duda- fomentar la desocupación de 
tripulantes nacionales. 


SEÑOR PIÑEIRO.- Quisiera ampliar un poco lo que se acaba de señalar. Se supone que este tipo de 
ley se plantea para generar más puestos de trabajo para los uruguayos. Podemos decir, con 
conocimiento de causa, que hay plena ocupación en la pesca. Es más, hay momentos en que barcos 
de nuestra Cámara han tenido que demorar el zarpe porque no conseguíamos marineros para 
completar las tripulaciones. Por esta razón, no entendemos la exigencia que se plantea en cuanto al 
porcentaje de tripulación nacional. Suponiendo que todos los barcos que vinieran se quedaran, no 
habría tripulación para cubrir los puestos de trabajo. A mi juicio, esto significa ponerle una tapa al 
desarrollo pesquero nacional. ¿Por qué? Porque el desarrollo va a depender de la incorporación de 
nuevas tecnologías y formas de pesca, así como también de conocimientos que se desarrollan en el 
exterior. En el Uruguay nosotros aplicamos procedimientos de pesca ya desarrollados en el mundo. No 
somos innovadores en esto; podemos innovar en adaptar las técnicas a nuestra zona de pesca, pero 
los grandes lineamientos e innovaciones, vienen de afuera y de gente que sabe pescar. La pesca no es 
algo que se estudie teóricamente; hay quien dice que es un arte y, para trasmitirlo, se necesita gente 
que sepa y que esté un tiempo bastante largo enseñando y al lado del que está aprendiendo estas 
técnicas que implican una serie de conocimientos sutiles que hay que ir adquiriendo. 


Otro de los temas sobre los que deseamos reflexionar es que el permitir un cincuenta por 
ciento de tripulación extranjera en los barcos de bandera nacional, ha hecho que se extienda la 
soberanía del Uruguay en los distintos mares. Nuestro país tiene presencia en las aguas antárticas, en 
los océanos Atlántico y Pacífico y hasta en el Índico, y esto ocurre porque se integra la tripulación de 
barcos que pescan merluza negra, atún y pez espada. A su vez, participamos de organismos 
internacionales como el ICAT, en el que se definen los cupos de captura internacional. Debemos 
destacar que Uruguay hoy tiene cupos de captura en atún y pez espada, pero si no los cubre, los 
pierde, porque esos organismos se reúnen anualmente y cada país tiene que declarar las capturas que 
realizó ya que luego, en función de esos datos y de la pesca proyectada, se aumentan o se disminuyen 
los cupos. 


Con referencia a la reciprocidad que recién se mencionaba, debemos decir que hoy los 
tripulantes uruguayos navegan con un sinfín de banderas; tenemos marineros, maquinistas y también 
algunos patrones navegando en barcos de banderas española, argentina e inclusive norteamericana. 
En consecuencia, no sé cómo podría afectar a toda esa gente que está trabajando en el exterior el 
hecho de que el país apruebe una restricción de este tipo. 


En lo que tiene que ver con el nerviosismo que se empezó a generar, queremos precisar que 
sabíamos que el proyecto de ley se estaba analizando e, inclusive, habíamos concurrido a la Cámara 
de Representantes a dar nuestra opinión, donde señalamos que era inconveniente y que había que 
ver no sólo el medio vaso vacío, sino también el medio vaso lleno. Una vez que el proyecto de ley se 
aprobó en la Cámara de Representantes empezó a generarse una sensación de inseguridad jurídica; 
hay una cantidad de empresas de capitales extranjeros que están operando, que tienen metas y un 
proyecto original que empieza a desdibujarse al cambiar la conformación de sus tripulaciones. Hay una 
realidad: no tenemos suficiente personal, sobre todo capacitado, para poder navegar en esos barcos. 


Entonces, para los que ya tenían dudas, como, por ejemplo, los calamareros, que habían mantenido 
una relación bastante tensa con los sindicatos, esto fue la gota de agua que desbordó el vaso y que los 
empujó a pensar en salirse de la bandera. Y no lo hacen porque no les sirva económicamente ya que, 
a los barcos calamareros, tener la bandera uruguaya les significa prolongar en un mes -o hasta dos- la 
zafra de calamar. Si bien la zafra de calamar comienza fuera de las doscientas millas, termina dentro 
de las aguas de la zona común de pesca, porque el último mes y medio o dos meses se pesca dentro 
de las aguas comunes. Ese es el incentivo de trabajar con bandera uruguaya. Por tanto, si a uno no le 
va muy bien pescando fuera de las doscientas millas, tiene una última carta para salvar los gastos y la 
zafra, pescando dentro de aguas uruguayas. 


Por otra parte, hay una flota que actualmente está pescando merluza negra y como esa 
gente está muy nerviosa con lo que pueda pasar, nos ha llamado varias veces a la Cámara y nosotros 
les hemos dicho que traten de comunicarse y manifestar su disconformidad. Esta gente ve que 
económicamente su proyecto de pesca y su negocio no va a ser sustentable con el 90% de tripulación 
uruguaya. 


SEÑOR LAXAGUE.- Quería agregar que, en general, los barcos que se van, bajan la bandera y, 
entonces, favorecemos a la República Argentina. Por tanto, sería más calamar para la República 
Argentina y más atún para Sierra Leona. Después los de cabotaje son para Paraguay y Bolivia. Aquí 
tengo el Registro Boliviano de Buques que me voy a permitir leer. En él se dice que el Registro 
Boliviano de Buques es una institución que trabaja con dos objetivos, el primero y más importante es 
mantener viva la presencia de la insignia boliviana, que jamás renunciará a su derecho de contar con 
una costa soberana en el Océano Pacífico. El otro objetivo es materializar la política marítima 
internacional, trabajando de manera efectiva en pro de los intereses marítimos de Bolivia. ¿Qué 
significa esto? Que las condiciones sean tan favorables que casi todos los barcos de la hidrovía pasen 
con bandera boliviana. Recuerdo que acá había un barco pesquero -no sé si hay más- con bandera 
boliviana. Entonces, favorecemos a nuestros vecinos, pero nos estamos perjudicando nosotros. 


SEÑOR RICHARD.- Para redondear debo decir que lo que les puede parecer como una preocupación 
de nuestro sector, no es tal porque nuestro sector está ocupado en un 100% con mano de obra 
uruguaya. Nuestra preocupación apunta al desarrollo de una industria que lleva más de treinta años y 
muchos de nosotros estuvimos de testigos durante todo ese tiempo. Por tanto, como administrado y 
como ciudadano llamo a responsabilidad a esta Comisión, porque será responsabilidad de sus 
integrantes lo que suceda en el futuro. Esta ley no solamente no parece buena, sino que, además, no 
tiene la más mínima excepción para que el Poder Ejecutivo pueda llevar adelante un lineamiento de 
desarrollo, salvo el común acuerdo entre sectores que, de pronto, no tienen interés en acordar. A su 
vez, el Poder Ejecutivo pierde la potestad de dirigir, como interés general, algo que es de soberanía. 


SEÑOR RAMELA.- Quisiera hacer una pregunta porque las distintas delegaciones que nos han 
visitado han dejado muy en claro que, por un lado, está el problema de la marina mercante, pues esta 
ley equivocadamente la trata igual que al sector pesquero, y, por otro lado, el sector pesquero. Y, 
dentro de este último, hay distintas situaciones. Por ello, quisiera saber si ustedes consideran posible 
establecer un criterio legal diferencial, más allá de lo que pueda reglamentar el Poder Ejecutivo, de 
acuerdo con los tipos de embarcaciones y de pesca. Los invitados mencionaban que en el sector el 
100% es mano de obra nacional y que el problema radica en lo referente a altamar y a otras especies. 


SEÑOR LAXAGUE.- Quisiera expresar algo que no se dijo. En este momento, estamos en un punto de 
inflexión con respecto a los cupos. Tenemos el gran problema del cupo de la corvina y el terrible 
problema del cupo de la merluza. Eso va a significar que en los próximos años tengamos que cambiar 
la operativa de los barcos; tendremos que utilizar nueva tecnología o, incluso, cambiar el tipo de barco 
y pasar a un barco multipropósito o con otro tipo de pesca. Es decir que deberá haber un arte de pesca 
y una tecnología diferentes. A su vez, eso generará que, de pronto, tengamos que incorporar 
tripulaciones de otros países, como Brasil, Argentina o España que nos enseñen a trabajar con esa 
nueva tecnología y realidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de los representantes de la Cámara de Armadores 
Pesqueros del Uruguay, que creo han sido claros en su enfoque. Por nuestra parte, con este aporte y 


con otras contribuciones que han hecho otras visitas, como la de DINARA, que nos ha trasmitido su 
opinión y preocupación, analizaremos cuál será el futuro de este proyecto aquí en el Senado. 


(Se retira de Sala la delegación de la Cámara de Armadores Pesqueros del Uruguay) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


